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El derecho a la educación en una sentencia paradigmática de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 

 

 Introducción 
 
 En las últimas décadas, la forma de entender y proteger los derechos 

económicos, sociales y culturales ha sufrido numerosos cambios en el seno del 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos. En concreto, los derechos sociales 

han sido interpretados gradualmente para justificar su exigibilidad directa, lo que ha 

llevado a ampliar el alcance del protagonismo de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (en lo sucesivo CorIDH). 

 

 Es en dicho contexto que la CorIDH resolvió el caso Gonzáles Lluy y otros 

vs. Ecuador, que trató sobre las numerosas violaciones de derechos humanos 

sufridas por una niña que contrajo VIH a causa de una transfusión hemática. El 

asunto, puede adelantarse, arribó a la condena del Estado ecuatoriano, y constituyó 

un paso adicional en el camino de la CorIDH hacia la confirmación de sus facultades 

para hacer efectivos los derechos sociales y, en ese mismo sentido, consolidar su 

justiciabilidad directa. 

 

 Así pues, a la luz de un estudio de la sentencia mencionada, este ensayo 

tiene como objeto analizar la argumentación desarrollada por la CorIDH en lo 

relativo a la protección del derecho a la educación en conexión con el diverso 

derecho a la salud y el principio de no discriminación. Asimismo, se examinará cuál 

es el alcance de las obligaciones –que en la sentencia se denominan positivas y 

negativas–, que los Estados tienen a su cargo para garantizar el cumplimiento de 

los derechos humanos previstos convencionalmente. 

 



 2 

 Por otra parte, aquí también se reflexionará sobre el activismo judicial de la 

CorIDH1, que en el ánimo de proteger los derechos humanos ha asumido una 

postura sumamente intervencionista que, en síntesis, lleva a cuestionar si sus 

decisiones exceden sus facultades al reducir la libertad interpretativa que los 

Estados deben gozar para cumplir los tratados internacionales. Esta reflexión es 

necesaria sobre todo en materia de derechos sociales, pues para su realización 

exige que los Estados reúnan condiciones fácticas que, en ocasiones, no alcanzan 

para dar cumplimiento a sentencias de la CorIDH que imponen estándares 

demasiado altos. 

 

 De tal forma, en este ensayo se sostiene que la CorIDH adoptó una postura 

que, además de acertadamente condenar la violación superpuesta de los derechos 

humanos, estableció obligaciones que no se leen directamente de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo CADH). De la mano de ello, 

el fallo en cuestión ayudó a demostrar y evidenciar la interdependencia de los 

derechos humanos, algo que resulta encomiable. 

 

 Naturalmente, conviene anticipar que la sentencia estudiada desprende 

diversas dudas, de las cuales una resalta vívidamente: si es preferible que la CorIDH 

dicte sentencias que impongan obligaciones desconectadas de las realidades 

nacionales, o bien, si es mejor que sus fallos se apeguen casi literalmente al texto 

convencional, sin exigir tanto a los Estados, con la consecuencia de que los 

derechos humanos se garanticen con una mayor gradualidad, pero respetando la 

libertad interpretativa de cada país. 

 

I. Hechos e itinerario procesal que motivaron el caso 
 

 
1 Para saber más sobre este tema se recomienda leer el ensayo El activismo judicial frente a la 
independencia en la impartición de justicia, publicado por el Centro de Ética Judicial, disponible en: 
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_ju
dicial_final.pdf 

https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_judicial_final.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_judicial_final.pdf
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El caso versa sobre Talía Gabriela Gonzáles Lluy, una niña ecuatoriana que 

contrajo el virus del VIH tras recibir una transfusión a los tres años de edad, en una 

clínica privada de salud, con sangre que provenía de un banco administrado por la 

Cruz Roja2. A partir de esos hechos, su vida personal, familiar, social y educativa, 

se vio seriamente trastocada, y su salud se vio deteriorada crónicamente, 

especialmente en su sistema inmunológico3. 

 
El 20 de junio de 1998, Talía fue llevada por su madre al hospital porque 

sufría una hemorragia nasal que no cedía4. Tras estar internada dos días su madre 

la trasladó otra clínica en donde se le diagnosticó púrpura trombocitopénica 

inmunológica, por lo que urgentemente se le realizó una transfusión de sangre y de 

plaquetas. Para conseguir la sangre, el Banco de Sangre de la Cruz Roja del Azuay 

le indicó que debía llevar donantes, entre los que se encontraba el señor HSA, 

quien, como se supo después, padecía el sida5. 

 

Las transfusiones de sangre fueron realizadas del 22 al 23 de junio de 1998, 

y hasta ese día se efectuaron por primera vez exámenes a la muestra de sangre de 

HSA, incluyendo el examen de VIH6. Talía estuvo hospitalizada hasta el día 29 de 

junio de 1998. Posteriormente, el 28 de julio y el 13 de agosto de 1998, así como el 

15 de enero de 1999 se realizaron pruebas de sangre en las que se confirmó que 

Talía había sido contagiada con el VIH7. 

 

En septiembre de 1999, a los cinco años de edad, Talía fue inscrita en la 

escuela pública de educación básica “Zoila Aurora Palacios”, en la ciudad de 

Cuenca, donde asistió a clases normalmente durante dos meses8. No obstante, en 

noviembre, la profesora APA se enteró de que Talía portaba el VIH y le informó al 

 
2 Gonzáles Lluy vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 
de septiembre de 2015, párr. 65 
3 Ibidem, párr. 132. 
4 Ibidem, párr. 75. 
5 Ibidem, párr. 77. 
6 Ibidem, párr. 187. 
7 Idem. 
8 Ibidem, párr. 133. 
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director de la escuela, quien decidió que no asistiera a clases “hasta que las 

autoridades educativas lo decidieran o se buscara una solución al problema”9. 

 

La madre de Talía, Teresa Lluy, presentó diversos recursos en instancias 

civiles y penales de Ecuador desde que se le informó que su hija fue contagiada, y 

el 8 de febrero de 2000, con ayuda del Comisionado del Defensor del Pueblo de 

Azuay, se presentó una acción de amparo constitucional ante el Tercer Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Administrativo con sede en la ciudad de Cuenca, contra 

el Ministerio de Educación y Cultura, el director de la escuela “Zoila Aurora Palacios” 

y la profesora APA, argumentando que se había violado el derecho a la educación 

de Talía10. 

 

A lo sucedido en la escuela, debe agregarse que su madre afirmó que se les 

impidió tener vivienda propia, además de que se les obligó a mudarse en múltiples 

ocasiones, lo que en suma constituyó un conjunto de numerosos hechos de 

exclusión y rechazo por la condición de Talía. Por otra parte, su madre tuvo diversos 

problemas con su otro hijo, además de complicaciones laborales y de salud a causa 

de estas circunstancias11. 

 

El 11 de febrero de 2000, el Tribunal Distrital de lo Contencioso 3 declaró 

inadmisible el recurso de amparo constitucional, argumentando que había un 

conflicto de intereses entre los derechos de Talía y el resto de estudiantes, una 

colisión en la que debían predominar los derechos sociales o colectivos12. En ese 

contexto, el caso de Talía fue presentado ante la CIDH, la que llevó el caso ante la 

CorIDH. Esta última determinó en su sentencia del 1 de septiembre de 2015 que el 

Estado no garantizó controles adecuados de seguridad en el sistema de salud, lo 

que provocó que se hiciera la transfusión de sangre contaminada. Adicionalmente, 

 
9 Ibidem, párrs. 133-134. 
10 Ibidem, párr. 135. 
11 Ibidem, párr. 218. 
12 Ibidem, párr. 245. 
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concluyó que Ecuador no protegió adecuadamente a Talía frente a la discriminación 

en el ámbito educativo. 

 

La CorIDH declaró la violación superpuesta de varios derechos reconocidos 

en la CADH, entre los que se encuentran la vida y a la integridad personal, la salud, 

la educación, las garantías judiciales, el principio de igualdad y no discriminación, 

así como los derechos de la niñez. La sentencia ordenó compensar 

económicamente a Talía y su familia, garantizarle acceso continuo a tratamiento 

médico, implementar programas de capacitación sobre VIH para personal de salud 

y educación, adoptar medidas para prevenir transfusiones inseguras y promover 

políticas contra la discriminación hacia personas que viven con VIH13. 

 

II. Decisión y argumentación del tribunal 
 

En Gonzáles Lluy y otros vs. Ecuador la CorIDH sentó un precedente 

fundamental en materia de la aplicación y la protección de los derechos económicos, 

sociales y culturales, en particular sobre la protección de la salud, la no 

discriminación y los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

 

En efecto, como se analizará a continuación, uno de los argumentos más 

llamativos de la sentencia fue la articulación del derecho a la protección de la salud 

con otros previstos en la CADH –como la no discriminación–, además de que lo 

consideró un componente del derecho a la vida digna y a la integridad personal. En 

ese sentido, afirmó que la falta de control sobre los bancos de sangre constituyó 

una falla administrativa y una violación de las obligaciones estatales en materia 

garantía de los derechos, por lo que resolvió que los Estados deben adoptar 

medidas positivas para evitar riesgos previsibles a la salud, especialmente en 

contextos médicos14. 

 

 
13 Ibidem, párrs. 341-427. 
14 Ibidem, párr. 168. 
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Por otra parte, cabe mencionar que la sentencia de la CorIDH partió de 

diversos tratados internacionales vinculantes, pero también de soft law –fuentes no 

obligatorias de derecho internacional15. De esa forma, más allá de la variedad de 

elementos argumentativos, la CorIDH realizó una labor altamente creativa, que 

además redundó en la tendencia de establecer obligaciones positivas y, quizá más 

importante incluso, en la búsqueda de consolidar la justiciabilidad directa de los 

derechos humanos, tal y como se explicará más adelante. 

 
1. La violación superpuesta de derechos humanos y la creatividad 
jurisdiccional 
 

Aunque la sentencia se refirió a la violación de diversos derechos humanos, 

la CorIDH incidió especialmente en que la niña fue afectada con particular gravedad 

en su derecho a la salud, una lesión que tuvo especial influencia en su derecho a 

gozar de entornos educativos inclusivos y libres de estigmatización16. Tal 

argumentación constituyó una novedad, pues apreció que la coincidencia de 

diferentes dificultades puede acarrear el agravamiento de una vulnerabilidad y, 

naturalmente, violaciones superpuestas17. 

 

De tal forma, la CorIDH observó que, sumado a la discriminación directa que 

sufrió Talía, el Estado fue deficiente al cumplir su obligación de garantizar el derecho 

a la educación y el desarrollo integral de la persona como derivación de la dignidad 

humana. En otras palabras, declaró al Estado doblemente omiso, pues incumplió la 

obligación “negativa” de no violar derechos, así como la obligación “positiva” de 

prevenir violaciones de terceros18. 

 

Así pues, a la luz del caso concreto, puede verse que los Estados tienen que 

regular y supervisar adecuadamente los bancos de sangre para evitar los contagios 

 
15 Entre esas fuentes se encuentran las directrices de la Organización de las Naciones Unidas y la 
Organización Mundial de la Salud, que aparecen referidas en múltiples ocasiones en la sentencia. 
16 Ibidem, passim. 
17 Ibidem, párr. 173. 
18 Ibidem, párr. 170. 
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con el VIH, y también deben emprender programas contra la discriminación de 

quienes padecen el sida19. Un factor adicional que se acentuó en la sentencia de 

Gonzáles Lluy es que la CorIDH resaltó que el valor del interés superior del menor20 

no puede usarse como fundamento para la violación de un derecho humano21, pues 

se trata de un principio jurídico22, en virtud del cual se exige de los Estado un nivel 

más alto de protección de los derechos humanos. 

 

Al respecto, la CorIDH sostuvo que en los casos que involucran niños –sobre 

todo tan vulnerables como Talía23– resulta exigible una diligencia estatal reforzada, 

lo que incluye el deber de adoptar medidas específicas y adaptadas a sus 

necesidades particulares24. De la mano de ello, es necesario precisar que adoptó 

una labor sumamente creativa, pues condenó a Ecuador a ejercer unas acciones 

más allá de lo previsto como posible en la CADH, lo cual está lleno de 

ambivalencias, como se discutirá posteriormente. Esa postura, casi activista, se 

manifestó también en lo relativo a las reparaciones, que comprendieron 

compensaciones económicas, medidas de rehabilitación, garantías de no repetición 

y acciones de carácter simbólico25. 

 

En síntesis, la argumentación de la CorIDH tuvo como finalidad exhibir la 

violación simultánea de derechos humanos, y fue una oportunidad para evidenciar 

que los Estados tienen dos tipos de obligaciones, positivas y negativas, para 

efectivamente cumplir sus deberes respecto de derechos humanos. A la par de ello, 

ese fallo deja ver que los derechos humanos son interdependientes, por lo que el 

 
19 Ibidem, párrs. 263 y 265. 
20 Véase el ensayo Adopción, a la luz del interés superior del niño, publicado por el Centro de Ética Judicial, 
disponible en:  
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/adopcio%CC%81n_a_la_luz_del_intere%C
C%81s_del_nin%CC%83o.pdf 
21 Gonzáles Lluy vs. Ecuador, op. cit., párrs. 265, 266 y 268, entre otros. 
22 Se recomienda la lectura del ensayo La triple dimensión de los principios en el derecho publicado por 
el Centro de Ética Judicial, disponible en: 
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/la_triple_dimensi%C3%B3n_de_los_princi
pios_en_el_derecho_.pdf 
23 Gonzáles Lluy y otros vs. Ecuador, op. cit., párrs. 312-316. 
24 Ibidem, párr. 393. 
25 Ibidem, puntos resolutivos 9 a 19. 

https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/adopcio%CC%81n_a_la_luz_del_intere%CC%81s_del_nin%CC%83o.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/adopcio%CC%81n_a_la_luz_del_intere%CC%81s_del_nin%CC%83o.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/la_triple_dimensi%C3%B3n_de_los_principios_en_el_derecho_.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/la_triple_dimensi%C3%B3n_de_los_principios_en_el_derecho_.pdf
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respeto o la violación de uno de ellos conlleva, en muchas ocasiones, que unos 

corran la misma suerte de otros. 

 

Además, en esta sentencia la CorIDH estableció jurisprudencialmente 

diversas obligaciones para el Estado, una acción bastante intrépida que, en sentido 

estricto, no se encuentra incluida en las facultades orgánicas del tribunal en 

cuestión, lo que de forma inversamente proporcional amplía su protagonismo y 

disminuye la fuerza de sus sentencias al restar claridad a la legitimidad con la que 

hace cumplir los tratados internacionales, especialmente la CADH.  

 

2. La discriminación como parte fundamental de la violación del derecho 

 

De la mano de lo analizado en el apartado anterior, el caso Gonzales Lluy 

también ilustra que la discriminación puede causar una violación adicional del 

derecho a la educación. En efecto, la CorIDH no se limitó a condenar la violación 

del derecho a la educación o la salud, sino que su sentencia se basó en la 

discriminación como causa de todas las demás transgresiones posteriores al 

contagio del sida. 

 

Consecuentemente, la CorIDH afirmó que la educación no puede entenderse 

exclusivamente como el reconocimiento formal de la posibilidad de acceder al 

sistema escolar, sino que debe ser respetado materialmente a través de su 

adaptabilidad26. De tal forma, como la discriminación puede convertirse en una 

barrera, incluso cuando existan condiciones materiales aparentes para su disfrute, 

en el caso de Talía pudo observarse que la exclusión de la escuela constituyó, 

definitivamente, una manifestación directa de prejuicios asociados al VIH y, por 

tanto, se provocó la violación superpuesta de los derechos. Al respecto, la CorIDH 

subrayó que el miedo al contagio, aunque fuera comprensible desde una 

 
26 Ibidem, párrs. 231, 233, 393 y 394. 
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perspectiva social, no justificaba en ningún caso la exclusión educativa, porque el 

riesgo de contagio de los demás estudiantes era “sumamente reducido”27. 

 

Por otra parte, señaló que el Estado no efectuó un análisis individualizado ni 

una evaluación objetiva del riesgo de contagio, lo que llevó a que la exclusión se 

basara en una categoría prohibida de discriminación28, lo cual hacía descartar la 

posibilidad de que la medida pudiera considerarse preventiva o legítima. Si a ello se 

agrega que la niña pertenecía a un sector socioeconómico vulnerable, la exclusión 

se hizo más intensa, que a su vez requirió una respuesta estatal proporcionalmente 

efectiva que no ocurrió29. 

 

A mayor abundamiento, y como se adelantó arriba, la CorIDH destacó que 

no bastaba con que el Estado se abstuviera de discriminar, sino que debió cumplir 

los deberes positivos y, en ese sentido, ejercer medidas activas para garantizar la 

inclusión, como capacitar al personal educativo, implementar protocolos para 

atender estudiantes enfermos y, en dado caso, tomar medidas para mitigar o revertir 

la discriminación, que en el caso concreto de Talia provocó tanto la exclusión 

educativa como una grave merma de su desarrollo emocional, social y psicológico30, 

lo cual incidió gravemente en su dignidad31. 

 

En este análisis también resulta pertinente mencionar que el Estado alegó 

que la exclusión se basaba en la protección de otros estudiantes. No obstante, la 

CorIDH desestimó ese argumento porque las medidas que adoptó para alcanzar 

ese fin no eran necesarias ni proporcionales: la exclusión total de Talía era excesiva, 

pues incluso considerando un objetivo legítimo la protección de la salud de los 

demás niños como, la medida elegida para alcanzarlo no resultaba idónea32. 

 
27 Ibidem, párr. 274. 
28 Ibidem, párrs. 260 y 272. 
29 Ibidem, párr. 156. 
30 Ibidem, párr. 268. 
31 Para ampliar el estudio sobre el concepto de dignidad, se recomienda la lectura del ensayo titulado La 
dignidad como fundamento de los derechos humanos: un caso límite sobre la eutanasia y la reparación 
del delito, disponible en:  
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_28._dignidad_humana_vf.pdf  
32 Gonzáles Lluy y otros vs. Ecuador, op. cit., párr. 265. 

https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_28._dignidad_humana_vf.pdf
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En ese sentido, la CorIDH estimó que la discriminación puede ser causa de 

la violación de otros derechos. Como consecuencia de ello, en la sentencia se 

condenó, entre muchas otras cosas, a que las políticas educativas sean diseñadas 

con un enfoque incluyente y antidiscriminatorio, lo que se traduce en modificar 

formal y materialmente los estándares respectivos al interior de los Estados. Ese 

deber impuesto por la CorIDH resulta polémico, pues en su fondo posee un alcance 

lo suficientemente interpretable que empuja sin límites claros la justiciabilidad 

directa de los derechos humanos, como se reflexionará en el siguiente apartado. 

 

III. Análisis de la sentencia: una mirada crítica sobre la justiciabilidad 
directa de los derechos económicos sociales y culturales33 

 

Como se ha apuntado previamente, la sentencia del caso Gonzáles Lluy tiene 

como uno de sus puntos medulares la justiciabilidad directa de los derechos 

humanos. Además, deja ver que la propia CorIDH se asume como adjudicadora de 

los derechos humanos en primera persona, sin tomar en cuenta el lugar primigenio 

que tienen para esa función las autoridades nacionales, y sin apreciar con 

detenimiento las condiciones reales del Estado. Ese modo de conducirse supone, 

desde luego, diversos interrogantes sobre la efectiva legitimidad de los tribunales 

que operan en esa dirección. 

 

Para entender mejor este fenómeno, conviene recordar que los derechos 

sociales se consideraban tradicionalmente de cumplimiento progresivo y, por ello, 

su cumplimiento dependía de los recursos disponibles del Estado, lo que impedía 

su tutela judicial. A contramano, los derechos civiles y políticos se estimaban de 

exigibilidad inmediata. Esa división clara ente la forma de demandar y proteger los 

derechos se disuelve en este caso, pues la sentencia sostuvo que, aunque un 

 
33 Al respecto, se recomienda consultar el ensayo La justiciabilidad de los Desca: un estudio a la luz de 
una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, publicado por el Centro de Ética Judicial, 
disponible en:  
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_15._caso_de_justiciabilidad_de_lo
s_desc_vf_nov.pdf 

https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_15._caso_de_justiciabilidad_de_los_desc_vf_nov.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_15._caso_de_justiciabilidad_de_los_desc_vf_nov.pdf
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derecho social tenga componentes progresivos, algunos de sus aspectos son de 

cumplimiento inmediato, es decir, directamente justiciable34. 

 

En ese sentido, el principio de progresividad se convierte en una obligación 

de avanzar de manera constante en la protección de los derechos humanos, por lo 

que los Estados pueden ser responsabilizados no solo por realizar conductas 

activas violatorias de derechos humanos, sino también por incurrir en omisiones. De 

tal forma, como en el caso concreto, si un Estado no adopta medidas razonables 

para mejorar el acceso a la salud o la educación, puede incurrir en responsabilidad 

internacional, como lo argumentó la CorIDH a partir del artículo 26 de la CADH, que 

se refiere al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales. 

 

Ahora bien, conviene acentuar que cada Estado cumple los acuerdos 

internacionales en función de un conjunto variado de circunstancias y condiciones 

concretas. Así pues, factores políticos, sociales, culturales y económicos, entre 

otros, confluyen para determinar en un sentido o en otro con qué tanta exactitud se 

ejecuta el contenido de un tratado. Por lo anterior, es necesario tomar en cuenta 

que la observancia de las obligaciones positivas y negativas de las que habla la 

sentencia pueden tomar cauces diferentes dependiendo de las condiciones reales 

de cada país35. 

 

En el sentido de lo mencionado arriba, es verdad que los Estados tienen que 

asumir una posición activa para garantizar el cumplimiento de los tratados y, con 

ello, el efectivo respeto y la verdadera justiciabilidad de los derechos humanos. En 

este asunto, es notorio que resultaba legítimo que la CorIDH analizara la regulación 

del funcionamiento de los bancos de sangre, así como la proporcionalidad de las 

 
34 Ibidem, párrs. 156 y 172. 
35 Esto obliga a reflexionar sobre el margen nacional de apreciación, que se estudia en dos ensayos del 
Centro de Ética Judicial: El margen nacional de apreciación como herramienta para la articulación del 
derecho internacional público y las normas nacionales, disponible en 
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_9._margen_nacional_de_apreciaci
ón__.pdf y El significado del margen nacional de apreciación y el caso Chipre 
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/el_significado_del_margen_nacional_de_a
preciación_y_el_caso_chipre.pdf 
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medidas de protección de los estudiantes –que se tradujeron en la exclusión de 

Talía de la escuela–. No obstante, no es del todo claro que de dicho análisis se 

tradujera en la elaboración e imposición de medidas concretas por parte de la 

CorIDH hacia el Estado, puesto que implicaba, en términos reales, una 

extralimitación en sus funciones. 

 

A mayor abundamiento, queda claro que en el caso de Talía los derechos a 

la salud, a la educación y a la no discriminación se asumieran como obligaciones 

concretas del Ecuador, sin embargo, hay que insistir, la transformación de esos 

deberes en acciones específicas determinadas por la CorIDH resultan, en cierto 

modo, un ejemplo de activismo judicial36, particularmente porque impone la 

realización de ciertas conductas negativas y positivas concretas cuya definición, en 

sentido estricto, correspondería solamente al Estado en cuestión. 

 

Para terminar, conviene mencionar que establecer y exigir el cumplimiento 

de estándares determinados en la prestación de los servicios de salud sin 

comprender a cabalidad las circunstancias reales de los Estados provoca dudas 

sobre la viabilidad práctica de estas decisiones. La correcta actuación de la CorIDH 

parte de su fidelidad al texto de la CADH, lo que implica vigilar el cumplimiento de 

dicho texto en las condiciones que cada Estado vive cotidianamente, no conforme 

a los dictados de la CorIDH a la luz de unas “obligaciones positivas” cuyo contenido 

resulta sumamente dúctil, amorfo y casi arbitrario. 

 
Conclusiones 
 
Resulta innegable que el caso Gonzáles Lluy es paradigmático en el trabajo 

de la CorIDH respecto de la justiciabilidad directa de los derechos humanos, 

particularmente la salud, la educación y la no discriminación. Sus contribuciones a 

 
36 Véase el ensayo El activismo judicial frente a la independencia en la impartición de justicia, publicado 
por el Centro de Ética Judicial, disponible en: 
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_ju
dicial_final.pdf 

https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_judicial_final.pdf
https://www.centroeticajudicial.org/uploads/8/0/7/5/80750632/ensayo_21.1_el_activismo_en_la_labor_judicial_final.pdf
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la teoría y práctica de la protección de los derechos fundamentales también 

incluyen, como se analizó arriba, un estudio complejo de las obligaciones estatales 

positivas y el examen de cómo las violaciones pueden resultar superpuestas. 

 

En ese mismo sentido, la sentencia analizada es una confirmación de la 

operatividad real de varios principios y características de los derechos humanos, 

como su interdependencia y progresividad. En efecto, como se explicó unas páginas 

antes, respetar o transgredir un derecho conlleva, en muchas ocasiones, garantizar 

o conculcar otros, como precisamente sucedió en el caso Gonzáles Lluy. 

 

Por otra parte, uno de los mayores méritos de esta sentencia es que 

reconoció el valor de la dignidad como fuente superior de la justiciabilidad de los 

derechos económicos, sociales y culturales. Desde luego, es necesario señalar que 

esa aportación resulte, paradójicamente, en una de sus mayores fuentes de 

polémica, al provocar o facilitar un cuestionable ejercicio de las facultades de la 

CorIDH al imponer la realización de unas obligaciones positivas cuyo contenido real 

es, por lo menos, impreciso. 

 

De la mano de lo escrito en el párrafo precedente es válido poner el acento 

en que la CorIDH debería considerar la autonomía de los Estados y su capacidad 

para cumplir los tratados internacionales en condiciones fácticas altamente 

retadoras. Esa problemática obliga a cuestionar cómo equilibrar la protección 

internacional de los derechos con el legítimo ejercicio de las facultades de la 

CorIDH, y, sobre todo, con la realidad material en que los Estados cumplen los 

tratados. 

 

Para terminar estas conclusiones, es necesario subrayar una de las mayores 

lecciones de esta sentencia: la violación de múltiples derechos humanos puede ser, 

además de superpuesta, agravada cuando se comete contra personas ya de por sí 

vulnerables. Por ello, es necesario que los Estados asuman el compromiso real de 

hacer efectivos los derechos, y no solamente hacer reconocimientos formales, pues 
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esto último puede traducirse en una simple declaración que, a fin de cuentas, se 

convertirá en la puerta a la violación cíclica de derechos humanos. 


